
MACRI ¿CONTINUIDAD O CAMBIO?
PRIMEROS CIEN DÍAS DE GOBIERNO

Poco más de tres meses del nuevo gobierno en Argentina. Una coalición que se podría definir como

neoliberal o de derecha, pero que prefiere decir no tener ideología.

Pero la ideología se puede ver en la práctica. Tarifazo, inflación, beneficios al sector extractivista (campo o

minería) y represión, amenazas y despidos a la clase trabajadora.

Lo que sigue a continuación, pretende ser un breve análisis de estos primeros meses. No buscamos ser

objetivos o imparciales. Nuestra visión de la vida con todo lo que nos pasa, es de claro corte anarquista. Por

esta misma razón los datos que publicamos son en varios casos promedios de los difundidos por organismos

estatales y consultoras privadas. ¿Cómo evaluar datos que no se reconocen como precisos o al menos se

los sabe dudosos? La política y sus miserias hacen estragos hasta en los números, donde 2+2 ya no es 4…

o sí, pero todo depende de la interpretación. Además tratamos de analizar lo que sucede en su contexto

histórico, lo que nos permite ver que mucho de lo que hoy pasa es en algunos casos continuidad o

consecuencia de las políticas llevadas a cabo por el gobierno anterior. Progresismo y neolibealismo gobiernan

para la misma clase y castigan a la otra. La diferencia es sólo una cuestión de forma.

Protesta social, represión y derechos humanos

A pocas horas de que Macri ganara las elecciones presidenciales, desde una nota editorial del periódico La

Nación, se pedía al nuevo gobierno por los militares encarcelados por los crímenes de la dictadura militar, y

desde otros medios se agitaba el fantasma del indulto. El nuevo gobierno rápidamente salió a desmarcarse, y

al día de hoy los juicios continúan, incluso sigue complicado Cesar Milani, máxima autoridad del Ejército

Argentino (hoy pasado a retiro)  nombrado por Cristina Fernández, acusado de privación ilegítima de la libertad,

imposición de tormentos y allanamiento ilegal. La visita y el homenaje en la ESMA de parte del presidente de

los Estados Unidos, más la noticia de la desclasificación de archivos de la época de la dictadura cívico militar

argentina iniciada en 1976, le permitirán mantener la fachada durante un buen tiempo.

La primera prueba en cuanto a la represión a los trabajadores la tuvo rápidamente con el conflicto de la em-

presa avícola Cresta Roja. Tal como prometió en campaña, el gobierno de Macri disolvió un corte de ruta

mantenido por trabajadores en reclamo por sueldos adeudados y pérdida de puestos de trabajo. El mensaje a

la clase trabajadora fue claro. El operativo fue similar a los utilizados por Sergio Berni, secretario de seguridad

del gobierno anterior. La brutalidad, la misma que tantos laburantes sufrieron en los cortes de panamericana o

zona norte, sólo por dar un ejemplo. El uso de carros hidrantes o balas de goma es una decisión política y

técnica, no marca diferencia de fondo. Lo novedoso es la aprobación de un supuesto protocolo  para regular

la protesta social, algo que el Frente para la Victoria intentó en 2014 a pedido de Cristina, pero no continuo por

las fuertes criticas. El nuevo gobierno no tiene que mantener un relato progresista y por lo tanto sí logro el

apoyo de muchas provincias. Este protocolo pretende burocratizar las marchas y poder reprimir a los grupos

que no quieran negociar como y donde se protesta.

Como si fuera un mal chiste, la cara visible de todo esto es Patricia Bulrich, quien siendo ministra de trabajo

en 2001, no tuvo problemas en reducir un 13% el salario de trabajadores estatales y jubilados.

El caso de Milagros Sala fue el primer ensayo de cómo tratar a los movimientos políticos o sociales que no

se alineen. Demonizada  por los medios de prensa y el partido que hoy está en el gobierno, la organización

barrial Túpac Amaru (ese es su nombre, pero en la práctica es un partido político y Milagros Sala fue electa

como parlamentaria del Mercosur) creció en la ultima década al amparo y con el dinero del Estado nacional.

Esto le permitió un gran poder en lo territorial, que puso a total disposición del anterior gobierno.

El gobierno de Macri necesita condenarla por cualquier delito, (de ahí la desprolijidad y la legalidad, o no, a

la hora de su detención) para conformar a gran parte de su electorado y dar un tiro por elevación al kirchnerismo

y sus prácticas políticas.

Todo indica que los nuevos dueños del Estado intentarán mejorar aún más el control social y mantener a

raya los reclamos de los trabajadores. Las herramientas las tienen, ya que el anterior gobierno aumentó

considerablemente el número de policías, puso a Gendarmería Nacional y Prefectura en las calles, aprobó la

Ley Antiterrorista y por si fuera necesario, lavó la imagen del Ejército utilizándolo en situaciones graves como

inundaciones, postas sanitarias, etc. 

El tiempo y la resistencia dirán si el gobierno de cambiemos, logrará superar los cerca de 100 presos políticos,

o los miles de procesados por la judicialización de la protesta de los periodos kirchneristas y si continuará

haciendo vista gorda con los casos de gatillo fácil. 



Los trabajadores como variable de ajuste.

De los últimos datos (oficiales del gobierno anterior) de la evolución del empleo, se desprende que en 2015

creció en 180000 el número de trabajadores (fuente: chequeados). Este valor es extraído directamente de

las empresas privadas, por lo que en principio no dejarían lugar a duda. Ahora, si reconocemos que el 30 %

de los trabajadores está en negro, podemos comenzar a ver que ese crecimiento puede ser simplemente el

pase a planta (en blanco) de personas ya ocupadas, con lo que no son más personas trabajando, sino

algunas con cambio de situación. A este tema habría que sumarle las contrataciones que realiza el Estado

con las cuales se jacta de generar empleo real, mientras lo realiza en condiciones pésimas como, por ejemplo,

contratar como monotributista a los empleados como si fuesen prestadores de servicios. Esto es claramente

evasión, esa misma por la que la AFIP sale de cacería.

Esto, que es parte de la llamada “herencia”, y pareciera que es cosa de los tramposos kirchneristas, fue y es

también moneda común en la Ciudad de Buenos Aires. A diferencia de lo que cualquier persona puede

prejuzgar teniendo en cuenta el perfil de Mauricio Macri (y de lo que el mismo dijo en el debate presidencial),

durante su gobierno en CABA, la planta de empleados estatales creció  en 9000 en el último mandato, y en

su mayoría fueron contratados como monotributistas (si es herencia, deben ser familia porque parece

genético). Como ejemplo podemos citar a los famosos “Guardia Urbano” quienes estaban en su mayoría por

contrato de la manera citada. 

Somos testigos (víctimas) de cómo los trabajadores pagamos todos los verretines de unos y otros, de los

de ahora y los de antes, los ¿buenos y los malos? Harto sabido es que el salario es uno de los métodos más

efectivos del control social, cuya causa principal es que al que realiza el trabajo se le otorga una fracción de

lo que produce (dicho de otra forma, el empleador se roba el resto), pero si a eso se le suma que por trabajar

hay que pagar un impuesto nos sume en un barro irritante por demás. El famoso impuesto a las ganancias,

que el gobierno anterior manipuló para que paguen más trabajadore, ahora está en manos del gobierno

presente que,  obviamente, no cumple con su promesa de campaña  de corregir las escalas (la famosa tablita)

sino que introduce modificaciones que logran que más laburantes e incluso los jubilados, paguen el impuesto.

Esto hay que entenderlo en el contexto en el que se transfieren divisas a sectores que dicen, estaban

atrasados, pero que año a año tuvieron record de ganancias, como por ejemplo, la quita de retenciones al

campo, a la minería, aumento de los servicios con la promesa de reinversión, quita de regulación bancaria y

despidos en el sector privado por el enfriamiento de la economía estatal para reducir el gasto. Es claro que

hay un plan diferente al anterior, que aunque conlleve el mismo destino que sus antecesores (explotación,

mantención de privilegios, etc.), surca un camino diferente. A esta altura se puede confirmar que la idea es

llevar la desocupación a niveles más altos (se habla entre el 15 y el 20 %), para que esa masa de laburantes

desempleados presionen sobre los salarios, haciéndolos caer de manera estrepitosa (si más gente pelea el

mismo puesto, el patrón busca al que le cobre menos por realizar la misma tarea), logrando algo buscado

por la patronal hace tiempo: la suspensión de las paritarias.

Debido al cambio de signo político, y a pesar de que se hizo campaña por la buena onda, única propuesta

clara, ha comenzado la caza de brujas en los lugares claves de trabajo, dándole mayor dimensión a la grieta

social. Ejemplos  de esto son el cierre de oficinas enteras del Banco Central donde se investiga el lavado de

divisas (esto envuelve al grupo Clarín y al HSBC, cuyo gerente ahora es parte del gobierno a cargo de una UFI)

o las encargadas de recibir los reclamos por acciones fraudulentas de los bancos. Los despidos, se produjeron

en distintas áreas, entre ellas las destinadas a la coordinación de inspecciones en cuevas financieras,

despidiendo a todos los que participaron en los operativos durante el 2015 (¡qué mensaje!), y la de Promoción

de Derechos Humanos (investigaban los desvíos de fondos de la última dictadura). (nota de Brenda Struminger

La Nación, 26 de febrero de 2016). En el Banco Nación por su parte, según trascendió, los primeros telegramas

de despido - que incluyeron perfiles técnicos y administrativos - llegaron en navidad y comenzaron desvinculando

a los empleados que habían sido nombrados el año pasado. Es difícil para nosotros medir estos despidos que

si bien llaman la atención, no dejamos de ver que muchos cargos también son políticos, y como con los

embajadores, fueron puestos a último momento simplemente para dejar piedras en el camino.

La estigmatización mediática de los trabajadores despedidos sin auditoría pero ya condenados socialmente

por ñoquis (muchos de los cuales fueron reincorporados como, por ejemplo, trabajadores del senado, que ha-

blando de manipulación de datos, se dijo que no entraban todos juntos en el congreso a laburar, omitiendo el

hecho de que muchos de ellos son trabajadores de campo, es decir, realizan su tarea fuera del congreso), mues-

tra a las claras la intención de recorte de gasto por parte del Estado, llevada a cabo de la manera más burda y

torpe posible. Esto nos recuerda al accionar de los K pregonando que cualquiera que los criticase,

automáticamente pasaba a estar en contra del “Modelo” y era perseguido y apretado por algún órgano estatal

o matones varios (burda y torpemente).



Para cerrar, no podemos dejar de mencionar las paritarias. La campaña de la felicidad estuvo surcada

también por la promesa de no poner un techo salarial, pero esto se complicó. Entre octubre y diciembre del

año 2015, por motivos varios (un poco de herencia, otro poco de especulación y otro de miedo al fin del

mundo), hubo una inflación del 10 %, lo que da una interanual del 40 %, único indicador con el que cuentan

los gremios para el reclamo salarial. Pero al ministro de economía le pareció mejor decir que con un 25 %

estaba bien (siempre con el argumento de que “con la herencia que nos dejaron” todos teníamos que hacer

un esfuerzo), superando en 5 % al techo que luego pondría el presidente, esgrimiendo que la inflación anual

será aproximadamente del 20%. En medio de esto, el INDEC no proporciona datos (seguramente no pueda

por el desbarajuste dejado, pero hay otro tanto de no conveniencia) y el Congreso, que antes hacía sus

mediciones (recuérdese a Bullrich con el cartelito)”extrañamente” demora demasiado en dar los números

que otrora sacaban como pan caliente. 

Habría, a esta altura, que incluir el cierre de la empresa ARZinc, que procesaba minerales que ella misma

extraía, pero que debido a la quita de retenciones al sector, deciden exportar materia prima que procesar,

los 600 despidos en el mega proyecto Atucha III y los 2400 despidos más que espera la UOCRA para estos

días (El Cronista Comercial 29/2), sumados a los cerca de 30.000 cesanteados en el sector por suspensión

de la obra pública, y la proyección para fines de marzo, que es contar por 70.000 el total sólo en ese sector

y mientras la UOCRA, a la altura de los acontecimientos, se pelea consigo misma por copar una sede en

Neuquén, pareciera que el único reclamo de los sindicalistas es el del impuesto a las ganancias, que como

les fue contrario a sus aspiraciones, buscan reunificar la CGT (otra vez) quedando en el aire la sensación

de no reclamar tanto por miedo a más despidos. Por el lado de gastronómicos, su secretario Barrionuevo,

informó el cierre de nada menos que el 20% del total de los negocios del gremio. Un balance al cierre de la

semana (mediados de marzo), según los datos dados por ATE, los despidos en las distintas áreas de Nación

suma más de 3000. Más de 7000 entre distintas intendencias del conurbano. Las provincias sumaban sus

despidos: 832 en municipios de Catamarca (FpV), 1000 en Tierra del Fuego, gobernada por el FpV, y 1600

en Mendoza, donde gobierna una coalición encabezada por el radicalismo.

La inacción de los sindicatos, como siempre, transpira olor a traición, que debe marcar el despertar de los

trabajadores en la resolución de sus problemas.

Tarifazo a los servicios básicos.

El gobierno de Cambiemos autorizó a las empresas prestatarias de servicios básicos, como la elec-

tricidad, el gas y el agua a confirmar los aumentos tarifarios que, informalmente, se venían hablando

mediáticamente. El ministro de Energía Juan Aranguren licenció la readecuación del servicio eléctrico,

medida resistida por todos los organismos de consumidores. El aumento, para el área metropolitana de

Buenos Aires equivale a un 600%. En el caso del gas, se confirmaron subas de hasta un 400% y el corte

de los subsidios. Se estima que para principios de abril, estarán vigentes los aumentos en el consumo

domiciliario.

Quienes siguen atentamente los vaivenes de la política podrán argumentar que era algo esperable de

acuerdo al proyecto económico de tinte liberal del macrismo en el poder, sin embargo, no deja de ser una

confirmación más que lamentable, sobre todo teniendo en cuenta cuáles serán los bolsillos más castigados

por este tipo de decisiones. A la inflación galopante de estos últimos 70 días, confirmada no por estadísticas

oficiales, sino con el simple ejercicio de ir de compras a cualquier supermercado, el común de la gente

tendrá que ajustar aún más sus malogrados salarios para hacer frente a este tipo de medida de corte

antipopular pero totalmente coherente con los preceptos de la macroeconomía liberal.

Para apaciguar la escalada de descontento, desde el gobierno se intenta contrarrestar con la información

de que, en el caso de la luz, Edenor y Edesur comenzarán a planificar un convenio de inversiones

destinadas a mejorar el servicio. Lo que ni desde Cambiemos, ni desde las empresas prestatarias de

servicios básicos dicen  es que, como viene ocurriendo desde el kirchnerismo, dichas inversiones serán

destinadas a engrosar el monopolio del sector a partir de la adquisición de nuevas empresas de servicios.

O sea, cero inversiones en infraestructura básica para mejorar la prestación y más concentración y

acaparamiento económico de los empresarios amigos del Poder, los mismos que estuvieron con Cristina

y Néstor y que continuarán en sintonía amistosa con Mauricio.

El argumento macrista de la “herencia kirchnerista” es una hábil pose mediática que no se condice en

nada con la realidad política. La estrategia kirchnerista de desinversión, traspaso de empresas de servicios

básicos al sector privado, desregulación y abandono, tiene su continuación con el actual gobierno. Lo que

hace Macri no es más que sincerar sus ideas políticas, agudizando la “herencia kirchnerista” a partir del

tarifazo a los servicios básicos, el ajuste y la quita de subsidios.



Agroindustria y Minería
O la continuidad de una visión.

Las retenciones que se le quitan al campo fueron sobre la promesa del sector de inyectar dólares a la

economía e invertir en maquinaria y nuevas contrataciones. La primer trampa, es que se hizo sobre lo ya

cosechado (lo que se encontraba en las  famosas bolsas silo) y no para la próxima cosecha; en segundo,

como era de esperarse, el sector no cumplió con la promesa de 25000 millones de dólares al inicio del

mandato y no inyecta los 2000 millones de dólares por semana que le prometió al ministro Pratt Gay, porque

comenzó a caer el dólar y habían negociado con Mauricio Macri un dólar de 16 pesos (otros lo pedían a 20).

El gobierno deberá resolver de donde surge el dinero para los planes de contención social, pero las he-

rramientas necesarias las toma del modelo K (seguramente cambiando burócratas y despidiendo gente).

La Mesa Nacional de Diálogo para la Agricultura Sustentable es una iniciativa surgida en febrero de 2013,

a partir de conversaciones sostenidas entre el Arzobispo Jorge Bergoglio- y el Secretario de Agricultura

Familiar, Emilio Pérsico. La razón que motivó esta articulación fue la preocupación por la violencia y la

inseguridad jurídica que padecían las familias campesinas ante el avance de los intereses sojeros en el te-

rritorio. 

La primera reunión convocó tanto a dirigentes del sector de la Agricultura Familiar y a representantes de

diversas Cámaras Empresariales del sector agropecuario, con la moderación del Estado y la Iglesia. El

objetivo declarado de la Mesa era erradicar la violencia y evitar la expulsión de los pobladores de sus te-

rritorios rurales y buscar propuestas de soluciones. Sin embargo, la iniciativa plantea la “convivencia entre

los agro negocios y la agricultura familiar” soslayando las terribles consecuencias que tiene la agroindustria

sobre las poblaciones que padecen sus actividades productivas. En este sentido, desde sus inicios, la Mesa

reconoció la existencia de dos modelos de producción: uno agroindustrial, a gran escala y otro de agricultura

campesina, pero sin mayores consideraciones sobre las contradicciones reales entre ambos.

Durante dos años, los actores claves de este proceso pacificador fueron el secretario de Agricultura Familiar,

Emilio Pérsico y Monseñor Jorge Lozano, presidente de la Comisión Episcopal de la Pastoral Social de la

Iglesia Católica. Fueron ellos quienes convocaron y sentaron en la misma mesa a representantes de

organizaciones de la agricultura familiar, campesina e indígena y de las entidades empresariales de

AgroIndustria.

Las organizaciones del sector de la agricultura familiar, campesina e indígena representadas en la Mesa

fueron, la Federación Agraria Argentina (FAA), el Frente Nacional Campesino (FNC), Movimiento Nacional

Campesino Indígena (MNCI-VC), Asamblea Campesina Indígena del Norte Argentino (ACINA), Frente Agrario,

y Red Agroforestal (REDAF). Por parte de las entidades empresariales participaron la Asociación Argentina

de Productores en Siembra Directa (Aapresid), Asociación Semilleros Argentinos (ASA), AACREA y CRA.

También tuvo representación la Comisión de Justicia y Paz de la Conferencia Episcopal Argentina. 

Para tener una comprensión cabal de cómo funcionó la “persuasión” de los actores locales basta citar los

datos que se publicaron recientemente y que dan cuenta del despropósito del sistema de dádivas que sentó

en la misma mesa a actores tan diferentes. “Con 700 autos, delegaciones como la de Agricultura Familiar

que empleaban en total a 1.500 personas de las cuales 200 estaban destinadas a Santiago del Estero.

Precisamente, a esa delegación se enviaban transferencias del orden de 200 a 300.000 pesos mensuales y

lo más sorprendente, tratándose de la administración pública, es que nadie estaba obligado a rendir cuentas.

Tampoco a informar los resultados de sus trabajos.” No es un secreto para nadie que los líderes locales del

MOCASE, del MNCI, ACINA no sólo fueron receptores y distribuidores de estos privilegios, tanto en pesos

como en cargos, sino que además sus procedencias eran bien urbanas y con intensa experiencia en los cen-

tros de estudiantes universitarios.

En cualquier caso, como confesara monseñor Jorge Lozano: "La idea de la Secretaría de Agricultura

Familiar, como de las organizaciones y nosotros desde la Pastoral Social es permanecer en el tiempo más

allá de las gestiones de gobierno, así que el consenso que hemos logrado tiene que ver con poder

permanecer en este instrumento y dos años de trabajo en la mesa ya se han aflojado tensiones y aclarado

perspectivas". En realidad, las tensiones no han “aflojado” aunque es claro que la perspectiva de los intereses

sojeros estarían prevaleciendo en la nueva etapa que inaugura la administración macrista.

A partir de la asunción de Mauricio Macri y con la creación del Ministerio de Agroindustria, se dan múltiples

reestructuraciones que en conjunto demuestran una impericia proverbial para el diseño institucional. En

cualquier caso, lo que queremos destacar es la permanencia de la Secretaría de Agricultura Familiar,

estimamos que esto es así dada la intención de avanzar con la frontera agrícola sobre territorios de indígenas

y campesinos. De hecho, una lectura comparativa de la Propuesta de Política Agroindustrial y el Plan Bel-

grano, ambos documentos elaborados por la fundación Pensar del PRO, indican que esta es la dirección.



Con una importancia relativa menor a la que solía tener se mantienen las mesas de diálogo por su valor es-

tratégico para la pacificación de los territorios.

Las retenciones que se le quitan al sector minero compiten cabeza a cabeza con las del campo en cuanto

a repugnante. El sector cuenta de por sí, con una exención del impuesto a las ganancias, reducción o quita

total de impuestos municipales, provinciales y nacionales, quita del impuesto al cheque entre otros beneficios

de camaradería (todas cosas empoderadas por ellos entre los noventa y la década ganada), al tiempo que

los emprendimientos son a corto o mediano plazo, es decir, la explotación minera dura entre unos 15 y 30

años promedio destruyendo todo a su paso, por encima y por debajo del suelo, desde la contaminación del

agua hasta volar entera una montaña. Al presente, y con la quita de retenciones, ya comenzaron los despidos

en el sector.

Cien días son suficientes

Quien hace análisis políticos podrá sacar algunas conclusiones y, seguramente, dirá que es poco tiempo

para ver los resultados del nuevo plan de gobierno.

Para nosotros, como muestra basta un botón. Tenemos memoria y práctica para soportar lo que viene. La

solidaridad y el apoyo mutuo afloran en los momentos críticos. Pero también podemos intentar cambiar nues-

tra realidad de forma radical. 

Ganaron los que prometieron el cambio, y nada cambió demasiado. La épica de la resistencia sólo funciona

para militantes del Estado. No quedan muchas opciones. O depositamos nuestra fe, una y otra vez, en la

reencarnación de un salvador que nunca llega, o atacamos los problemas de raíz.


